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ESPAÑA

OLGA R. SANMARTÍN MADRID 
Los rectores están muy nerviosos con 
la aplicación de la nueva Ley Orgáni-
ca del Sistema Universitario (Losu). 
Han calculado que sólo las medidas 
relacionadas con los profesores les 
van a costar 844 millones de euros: 
una sangría para sus bolsillos. Por eso 
reclaman al Gobierno que ponga él 
este dinero, a ser posible a través de 
los próximos Presupuestos Genera-
les del Estado. Si no, avisan, no les 
quedará otra que cruzarse de brazos 
y no poner en marcha la reforma uni-
versitaria del Gobierno. 

Se avecina plante universitario con-
tra el Ministerio. El informe que pre-
sentó ayer la Conferencia de Recto-
res de las Universidades Españolas 
(Crue) es el primer aviso. En él por pri-
mera vez se cuantifica el impacto eco-
nómico de la Losu en las universida-
des públicas españolas. El mensaje 
es claro: no puede ser que vaya a pre-
valecer el principio de yo invito y tú pa-
gas, dicho en las palabras que suele 
utilizar para referirse a este asunto el 
presidente de Castilla-La Mancha, el 
socialista Emiliano García-Page, que 
ha amenazado con ir al Tribunal Cons-

titucional si no se resuelve el sudoku 
de la financiación.  

El estudio de la Crue calcula que 
aplicar las disposiciones de la Losu 
en materia de personal docente e in-
vestigador tendría un coste de 844 
millones de euros. Este concepto se 
divide en tres. Hacer frente en 2024 a 
las limitaciones horarias docentes de 
asociados, ayudantes doctores y pro-
fesorado permanente valdría 225 mi-
llones de euros. Para reducir la tem-
poralidad y la mejora de la calidad de 
las plantillas, de aquí a 2030, necesi-
tarían otros 424 millones. Además, la 
reposición de efectivos por jubi-
lación supondría 195 millones. 

¿Qué suponen estos 844 millones? 
«Equivale a un 8% de la financiación 
pública total que reciben las univer-
sidades, unos 10.000 millones de eu-
ros», responde José Antonio Pérez, 
profesor de Economía de la Uni-
versidad Politécnica de Valencia y au-
tor del informe junto a Juan Hernán-
dez Armenteros, profesor de Econo-
mía de la Universidad de Jaén.  

La Losu prometió «destinar como 

mínimo el 1% del PIB al gasto públi-
co en educación universitaria».  Aho-
ra ronda el 0,76%. Para llegar a ese 1%, 
calcula el estudio, hay que hacer una 
aportación de recursos adicionales 
de 3.180 millones de euros. Lo que 
ocurre es que el Gobierno no ha con-
cretado aún quién va a pagar. Los rec-
tores reprochan al Gobierno que «no 
haya consultado con las comunida-
des autónomas». 

El estudio advierte, por otro lado, 
diferencias del 70% entre las comu-
nidades autónomas que tienen su 
origen en el traspaso de competen-
cias que se produjo entre 1985 y 1996, 

porque «los recursos estatales que 
nutrieron ese traspaso no se asig-
naron con un criterio de equidad 
para los estudiantes de las diferen-
tes regiones». 

«Son inequidades que no se han 
corregido», recalca Pérez, que expli-
ca que los campus públicos de Na-
varra, País Vasco y La Rioja son los 
que están en mejor situación por-
que, «al estar en comunidades fo-
rales, tienen un régimen de finan-
ciación autonómica que es signifi-
cativamente mejor al resto», mien-
tras que las universidades de la Co-
munidad de Madrid son las peor 

financiadas porque esta región «ha 
hecho una política de menos gasto 
autonómico por habitante y ha op-
tado por desarrollar la universidad 
privada muy intensamente». 

Para corregir estas diferencias, que 
generan «problemas de equidad en 
el acceso del servicio público», el in-
forme de la Crue cree que harían fal-
ta otros 1.350 millones de euros, con 
el fin de «conseguir que el gasto por 
estudiante se aproxime lo máximo 
posible en todos los territorios». 

«El Estado ha de hacerse respon-
sable de este objetivo de equidad en-
tre españoles», insisten los rectores. 

Por último, han calculado que se 
necesitan otros 1.000 millones de eu-
ros para tener un sistema de becas 
que se encuentre en sintonía con el 
de los países de nuestro entorno, 
pues ahora la cuantía fija que recibe 
cada estudiante (1.700 euros anua-
les) «resulta claramente insuficien-
te para amortiguar el coste de opor-
tunidad que supone para las fami-
lias de baja renta». 

Todos estos importes –los 844 mi-
llones de la aplicación directa de la 
Losu, más los 1.000 millones de las 
becas, más los 1.350 millones para 
mejorar la equidad entre CCAA– son 
el equivalente a lo que supondría ha-
cer efectivo el aumento presupues-
tario hasta llegar al 1% del PIB. «La 
Administración central, impulsora y 
proponente de la ley, debe asumir 
con sus propios recursos» este incre-
mento, dice el informe. Y avisa: «De 
no producirse esta financiación, la 
Losu devendrá inaplicable por par-
te de las universidades públicas».

Los campus denuncian que aplicar 
la Losu les va a costar 844 millones 
Dicen al Gobierno que, si no lo paga él, no pondrán en marcha la ley universitaria

La consejera de Educación de la Generalitat, Anna Simó, antes de la reunión semanal del Govern celebrada ayer. TONI ALBIR / EFE

Cataluña estudia prohibir los móviles en las aulas 
Un órgano consultivo del Govern pide restringir el uso del teléfono hasta la ESO

GERARD MELGAR BARCELONA 
La Generalitat regulará el uso de los 
móviles en la aulas catalanas a par-
tir del próximo año. El Consejo Es-
colar de Cataluña (CEC), órgano su-
perior consultivo del Departamen-
to de Educación, ha elaborado un 
informe en el que propone «una res-
tricción más fuerte» en los cursos 
de Infantil y Primaria y «una limi-
tación lógica y razonable» en la ESO. 

De este modo, el Govern inicia 
el proceso para homogeneizar las 
normas en escuelas e institutos 
respecto a los teléfonos, ya que 

prácticamente la mitad de los cen-
tros, según datos de la consejería, 
habían empezado a implantar me-
didas de forma autónoma. 

A fin de elaborar un marco ge-
neral que afectará a alumnos, do-
centes, monitores de comedor y fa-
milias, la consejera de Educación, 
Anna Simó, encargó un informe al 
CEC mediante un proceso en el que 
ha participado toda la comunidad 
educativa. Algunos de los integran-
tes en esos debates pidieron la 
prohibición del uso del móvil en 
los colegios hasta los 16 años. 

En esta fase consultiva han es-
tado presentes representantes de 
los grupos que, en las últimas se-
manas, se han organizado a través 
de redes sociales para retrasar la 
edad en la que los hijos tienen su 
primer móvil. Según el Instituto Na-
cional de Estadística, el 85% de los 
niños de 12 a 14 años dispone de un 
teléfono propio. El colectivo Ado-
lescencia Libre de Móviles, hoy con 
miles de miembros en toda Espa-
ña, fue creado el pasado mes de no-
viembre por un grupo reducido de 
familias barcelonesas a través de 

la aplicación de mensajería Tele-
gram y, en pocos días, se extendió 
a otras comunidades autónomas. 

Tras recibir las conclusiones del 
Consejo Escolar de Cataluña, la Ge-
neralitat transmitirá, a partir de 
enero, las directrices a los centros 
educativos, que tendrán hasta fi-
nal de curso para comunicar cómo 
lo gestionarán. El órgano consul-
tivo del Departamento de Educa-
ción pide también, en su informe, 
que las instrucciones de la conse-
jería sean fácilmente adaptables a 
la realidad de cada colegio.

«El Estado  
ha de hacerse 
responsable», 
advierten  

Page llevará la ley 
al Constitucional 
si no hay 
financiación
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